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AL  SERVICIO  DE  LA  JUSTICIA  Y  DE  LA  PAZ  SOCIAL 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLIN 

SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL 

Medellín, seis de julio de dos mil veintidós 

 

Procedimiento: Apelación auto verbal 

Radicado:    05001 31 03 007 2021 00011 01 
Parte activa: Gloria Lucía Toro Higuita y otros    
Parte pasiva: La Previsora S.A. Compañía de Seguros 
Reseña:  Adiciona decisión de primera instancia. 

 

 

OBJETO  

 

Resolver el recurso de apelación presentado por la parte demandante en 

contra del auto del 2 de mayo de 2022 mediante el cual se negó la práctica de 

la declaración de parte. 

 

ANTECEDENTES 

 

1. Gloria Lucia, Raimundo, Rosalba, Luz Marina, Raúl, Dora Luz y Pedro 

Luis Toro Higuita demandaron a Previsora S.A. Compañía de Seguros, a 

Transportadora Vasco S.A.S. y Jhon Jairo Rivera para que respondieran por 

los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales causados con ocasión de la 

muerte de su hermano, John Jairo Toro Higuita. 

 

En el acápite de pruebas todos los demandantes representados por el mismo 

apoderado solicitaron interrogatorio a los codemandantes de conformidad 

con el art. 203 del CGP.  

 

2. Mediante auto del 2 de mayo de 2022, el a quo decretó las pruebas pero 

nada dijo sobre la declaración de los codemandantes pedida en el escrito de 

demanda. 
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3. Frente a esa decisión la parte actora interpuso recurso de apelación 

argumentando que el art. 203 del CGP introdujo una novedad al 

procedimiento civil, dando un objeto más amplio al interrogatorio de parte.  

 

Además, debe tenerse en cuenta que por activa existe un litisconsorcio 

facultativo, lo que quiere decir que son varios demandantes que comparten el 

proceso en acumulación de pretensiones pero a la vez se pueden servir 

mutuamente de testigos para la acreditación de los perjuicios pedidos, lo que 

bien pudieran hacer si hubiesen demandado separadamente. 

 

Que por la especificidad del proceso resulta necesario escuchar a la esfera 

familiar de los demandantes, que son quienes conocen sobre las relaciones y 

sufrimientos de la familia. 

 

CONSIDERACIONES 

 

Marco jurídico: 

 

El principio de libertad probatoria 

 

El debido proceso es un valor constitucional y un macro derecho 

fundamental, que según el artículo 29 de la Constitución Política debe 

respetarse en todas las actuaciones jurisdiccionales y administrativas del 

Estado que aspiren a la validez y a la legitimidad.  

 

Dentro de las garantías del debido proceso se encuentra el derecho a la 

prueba. En la medida que el juez sólo puede adoptar sus decisiones con base 

en las pruebas debidamente practicadas durante el proceso –principio de 

necesidad-, el derecho a la prueba se constituye en un elemento indispensable 

para el ejercicio efectivo del derecho de acceso a la administración de justicia 

y a la contradicción.  

 

El derecho a la prueba ante las autoridades jurisdiccionales, como la mayoría 

de las garantías procesales, se encuentra reglado en las leyes y especialmente 

en los códigos de procedimiento. Sin embargo, la Corte Constitucional ha 
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señalado que existe un núcleo constitucional de garantías en torno a la prueba 

que determinan y limitan la regulación legal. Este núcleo supone para el titular 

del derecho a la prueba:  

 

“i) el derecho para presentarlas y solicitarlas; ii) el derecho 
para controvertir las pruebas que se presenten en su contra; iii) 
el derecho a la publicidad de la prueba, pues de esta manera se 
asegura el derecho de contradicción; iv) el derecho a la 
regularidad de la prueba, esto es, observando las reglas del 
debido proceso, siendo nula de pleno derecho la obtenida con 
violación de éste; v) el derecho a que de oficio se practiquen las 
pruebas que resulten necesarias para asegurar el principio de 
realización y efectividad de los derecho”. (Sentencias C-1270 de 
2000 y C-112 de 2019). 

 

Para los trámites regulados por el Código General del Proceso, que en este 

punto presenta una relación de continuidad con el Código de Procedimiento 

Civil, el derecho a presentar y solicitar pruebas se orienta hacia el principio 

de la libertad probatoria.  Esto significa que, en línea de principio, las partes 

del proceso tiene amplias facultades para aportar y solicitar medios 

probatorios, incluyendo medios no expresamente regulados en la ley, siempre 

que sean útiles para conformar la convicción del juez y se respeten las 

garantías legales y constitucionales. Según dispone el artículo 165 del CGP, 

“El juez practicará las pruebas no previstas en este Código, de acuerdo con las disposiciones 

legales que regulen medios semejantes o según su prudente juicio, preservando los principios 

y garantías constitucionales”.  

 

Ahora bien, el principio de libertad probatoria encuentra límites fácticos y 

jurídicos que se encuentran regulados en el artículo 168 del CGP: es decir, en 

atención a su licitud y a su utilidad. Así, el juez debe rechazar de plano las 

pruebas impertinentes, inconducentes o superfluas –límites fácticos- y 

también las pruebas ilícitas o aquellas expresamente prohibidas por el 

ordenamiento jurídico. 

 

En razón del principio de libertad probatoria, y de su estrecho vínculo con el 

derecho de acceso y de contradicción, la decisión del juez de rechazar de 

plano una prueba debe ceñirse a los estrictos límites del artículo 168, referidos 

a la ilicitud expresa o la inutilidad evidente. Si existen dudas al respecto, deben 

resolverse a favor de la libertad probatoria. Cualquier otra restricción 
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implicaría el desconocimiento del derecho a probar y una amenaza latente a 

las garantías procesales fundamentales y a las finalidades del proceso 

jurisdiccional.  

 

La declaración de la propia parte 

 

La declaración de la parte es un medio probatorio que se orienta a obtener la 

confesión. Así aparece regulado en el artículo 191 del CGP. Por tanto, es más 

común que los sujetos involucrados en un litigio soliciten la declaración de la 

contraparte que de la propia parte.  Sin embargo, si es esto último lo que se 

solicita ¿debe el juez acceder al decreto y a la práctica de la prueba?  

 

A consideración de este Despacho, la pregunta anterior debe resolverse 

atendiendo el principio constitucional del derecho a la prueba –art. 29 C.P.-, 

el principio de la libertad probatoria regulado en el artículo 165 del CGP y los 

límites que a tal principio establece el artículo 168 ibídem.  

 

Es cierto que los artículos 191 y 198 ib. regulan la declaración de la 

contraparte y el interrogatorio de oficio a la parte orientados a la confesión. 

Por tanto, en línea de principio, no podría subsumirse allí lo referente a la 

declaración de la propia parte para concluir que es un medio expresamente 

regulado en la ley procesal. Lo anterior ha llevado a algunos autores como 

Ramiro Bejarano Guzmán a plantear la inadmisibilidad de la prueba, por falta 

de un correlato literal en las disposiciones del Código:  

 

“Ni por asomo puede decirse que el hecho de haber suprimido 
la frase “cualquiera de las partes podrá pedir la citación de la 
contraria” significa que cada quien puede pedir su propia 
declaración. Ni en la exposición de motivos del CGP, ni en las 
actas que reposan en el Instituto Colombiano de Derecho 
Procesal de la Comisión que elaboró ese estatuto, se advierte 
que la tesis de la declaración de la propia parte hubiese sido 
siquiera discutida. Si no lo fue, menos pudo haber quedado 
incluida para la vía del silencio o de la supresión de una frase”1. 

 

 
1 https://www.ambitojuridico.com/noticias/columnista-impreso/civil-y-familia/la-

parte-no-puede-pedir-su-propia-declaracion 



 

5 
 

 

No obstante lo anterior, la falta de una previsión legal expresa que regule la 

declaración de la propia parte no puede ser la razón que justifique su rechazo 

como medio de prueba, de conformidad con el expreso mandato contenido 

en el artículo 165 del CGP antes citado. Ante la falta de regulación expresa, 

el juez debe practicar la prueba “con las disposiciones que regulen medios semejantes 

o según su prudente juicio”, en la medida que son medios de prueba no sólo los 

que regula el código sino “cualesquiera otros medios que sean útiles para la formación 

del convencimiento del juez”. 

 

Como se ve, es deber del juez decretar y practicar todas las pruebas que 

soliciten las partes, siempre que éstas sean lícitas y útiles para formar su 

convicción, estén o no expresamente reguladas en la ley. Por tanto, 

desconocer lo dispuesto en el artículo 165 del CGP no sólo se constituye en 

una irregularidad procesal, sino que además compromete el derecho a probar 

de las partes, en tanto garantía del debido proceso.  

 

 Así, en el supuesto de que se solicite la declaración de la propia parte, es 

deber del juez analizar la admisibilidad de la prueba atendiendo los criterios 

establecidos en el artículo 168 del CGP. En este orden de ideas, y dado que 

no existe ninguna disposición jurídica que prohíba la declaración de la propia 

parte –ilicitud-, el rechazo de este medio de prueba sólo sería procedente en 

caso de que el juez lo encuentre notoriamente impertinente, inconducente o 

inútil.  

 

Caso concreto:  

 

Como ya se advirtió, en este caso el juez de primera instancia negó por 

omisión la declaración de Gloria Lucia, Raimundo, Rosalba, Luz Marina, 

Raúl, Dora Luz y Pedro Luis Toro Higuita, en su calidad de codemandantes. 

 

Si bien en el auto apelado se omitió pronunciamiento sobre esta solicitud 

probatoria, en el auto del 17 de mayo de 2022 en el que se resolvió el recurso 

de reposición contra el auto del 2 de mayo de 2022 se expusieron los 

argumentos para mantener el decreto de pruebas incólume, sin la práctica de 

la declaración de parte. 
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Sin embargo, el juez para mantener la negativa que inicialmente fue por 

omisión, en el 17 de mayo de 2022, no expuso argumentos que impidan la 

prueba con fundamento en los artículo 165 y 168 del CGP; por el contrario 

expuso que resulta inconveniente la prueba porque siendo la declaración de 

la propia parte se verá afectado su valor probatorio; con lo cual desconoce la 

naturaleza del litisconsorcio facultativo que se conformó por la parte activa 

del proceso, al punto que para cada uno de los demandantes deberá probarse 

la existencia del perjuicio, dado que la eventual condena debe estar precedida 

de la existencia del daño que debe ser personal y directo. 

 

Ese argumento también desconoce que la valoración probatoria se hace con 

las reglas de la experiencia y la sana critica, y que atendiendo a los principios 

de la prueba en la sentencia no estará obligado a recoger como soporte de su 

decisión los dichos de los declarantes, si considera que se trata de 

afirmaciones que faltan a la verdad.  

 

Ahora, aunque, por ejemplo, una demandante en este caso podría haber 

pedido declarar para acreditar su propio perjuicio, no es este el caso, porque 

desde la solicitud probatoria se explica que se llama a los codemandantes para 

acreditar los perjuicios. De ahí que no tenga cabida en este específico caso el 

argumento según el cual no puede la propia parte fabricarse su propia prueba, 

porque bien entendido el litisconsorcio facultativo, la conformación 

plurisubjetiva por activa no es una misma parte. 

 

No se puede desconocer el supuesto de hecho de las pretensiones. Se trata 

de un grupo de hermanos que afirman haber sufrido perjuicio moral y 

material por la muerte de un hermano. Es así como los familiares más 

cercanos, dentro de los que necesariamente se debe contar a los propios 

hermanos, son quienes, en principio, conocen la intimidad de la familia y por 

ende los que pueden declarar sobre ello.  

 

En consecuencia, el principio de libertad probatoria obliga a concluir que ante 

la falta de prohibición expresa de un medio de prueba el juez deba remitirse 

a los criterios de los art. 165 y 168 ib. Del mismo modo, la dificultad prevista 
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para la valoración probatorio, v. gr., por parcialidad del declarante, no es 

obstáculo para el decreto y la práctica de la prueba, porque el juez cuenta con 

las herramientas para definirlo en la sentencia. Por último, dado la naturaleza 

de las pretensiones, son los demandantes entre sí, quienes, en principio, 

pueden dar cuenta de la afectación familiar que significó para ellos la muerte 

de su hermano Jhon Jairo. 

 

En consecuencia, habrá de adicionarse la decisión de primera instancia para 

proceder al decreto de la prueba.  

 

DECISIÓN  

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho resuelve: Primero: Adicionar el auto 

del 2 de mayo de 2022. Segundo: Decretar la declaración de parte solicitada 

que se practicará en la audiencia programada para el 28 de octubre de 2022.  

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

Martín Agudelo Ramírez 
Magistrado 


